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NULIDAD EN SEDE DE TUTELA/ Falta de integración del contradictorio con la totalidad de entidades entre las cuales se debe definir la competencia para el reconocimiento de incapacidades
“(…) entidad que ha venido prestándole la atención médica que ha requerido en virtud de sus distintos padecimientos, al igual que le pagó los primeros 180 días de incapacidades, sin que se señale en qué momento esa entidad prestadora de salud emitió su concepto de rehabilitación, situación que resulta importante a fin de lograr determinar cuál de esas dos entidades debe cancelar esos días de incapacidad (…)”
“(…) se requiere la vinculación al presente asunto de la entidad prestadora de salud (…) Nueva EPS, a la cual se encuentra afiliada la accionante y que por ende tiene un interés directo en el resultado y las decisiones que se emitan dentro del presente asunto.” 

Cita: Corte Constitucional, auto 115 de 2008.
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la apelación interpuesta por el representante judicial de la accionante señora LUZ STELLA RÚGELES VALENCIA, contra la decisión adoptada el 3 de marzo de 2015 por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito local, que negó la tutela de sus derechos fundamentales, invocados en contra de COLPENSIONES.
ANTECEDENTES

Relata el abogado libelista que la señora Rúgeles desde hace un tiempo viene padeciendo de trastorno depresivo recurrente, disminución de la agudeza visual, gonatrosis y trastorno del disco lumbar, situación por la cual desde el 9 de agosto de 2011 viene siendo incapacitada de manera ininterrumpida, razón por la cual La Nueva EPS le canceló los primeros 180 días; posteriormente, desde el 26 de marzo de 2014 y hasta el 7 de noviembre de ese mismo año, fueron pagadas por Colpensiones, mediante resolución GNR 000060 del 19 de febrero de 2015.

A pesar de lo anterior, las incapacidades que se han generaron a partir del 8 de noviembre de 2014 no han sido pagadas y cuando la señora Luz se acercaba a indagar sobre esos pagos le informaban que debía esperar a que se definiera su pérdida de capacidad laboral. 
Así las cosas, el 13 de noviembre de 2015 el Departamento de Medicina Laboral de Colpensiones, calificó la pérdida de capacidad laboral de la actora determinando que la misma asciende a 52.22% por enfermedad de origen común con fecha de estructuración el 14 de agosto de 2015, situación por la cual el 8 de febrero del año que avanza radicó solicitud de reconocimiento de pensión de invalidez. 

Aunado a lo anterior, se presentó cuenta de cobro por concepto de las incapacidades, y la respuesta fue que ello sería resuelto junto con su situación pensional. 
Considera el abogado libelista que es inadmisible la respuesta que le ha dado Colpensiones a su representada, ello por cuanto ella se encuentra atravesando una difícil situación económica, puesto que no recibe ningún tipo de ingreso económico que le permita subsistir y por tanto ha debido contraer deudas para poder cubrir tantos sus gastos personales como familiares. Por otra parte, señala que al momento de definirse su situación pensional, ello se hará reconociendo la misma a partir del 14 de agosto de 2015, lo que dejaría por fuera el pago de las incapacidades generadas a la señora Rúgeles desde el 8 de noviembre de 2014 y hasta el 13 de agosto de 2015, esto es 279 días de incapacidad. 

Con base en lo narrado, solicita el libelista que se protejan los derechos fundamentales al mínimo vital, dignidad humana y salud de la señora Luz Stella Rúgeles Valencia y en consecuencia se le ordene a Colpensiones cancelarle los 279 días de incapacidad que le adeudan.  

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Juzgado Séptimo Penal del Circuito local, mediante auto 19 de febrero de 2016 admitió la petición de amparo interpuesta y dispuso la notificación a la accionada en la forma indicada en la Ley.  Posteriormente, después de efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, mediante sentencia del 3 de marzo del presente año, decidió negar por improcedente la protección reclamada, toda vez que consideró la A-quo que dentro del presente asunto no se cumple con el principio de residualidad de la acción constitucional, ya que la petente cuenta con otros mecanismos de defensa judicial para reclamar lo pedido; además de lo anterior, dentro del expediente no existe prueba alguna de que efectivamente Colpensiones se esté o se haya negado al pago de las incapacidades reclamadas por parte de la señora Luz Stella.
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
Una vez conoció la decisión de instancia, el representante judicial de la accionante procedió a impugnarla, para ello allegó escrito por medio del cual manifiesta no estar de acuerdo con las apreciaciones de la falladora de primer nivel toda vez que en ningún momento están tratando de evitar acudir a la justicia ordinaria para buscar la solución a su problemática, sino que acuden a la tutela para buscar el reconocimiento y pago de las incapacidades, teniendo en cuanta el complicado estado de salud de la señora Rúgeles y todo lo que ha tenido que hacer para poder conseguir los recursos para subsistir durante todo este tiempo. Adicionalmente, frente a lo dicho en cuanto a la prueba de la negativa de Colpensiones a pagar las incapacidades, señala que si bien es cierto ellos no aportaron tal cosa, la demandada tampoco se pronunció al respecto, razón por la cual se debe hacer aplicación al principio de veracidad de tales afirmaciones y no ser puestas en duda por parte del Juez de tutela.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 

Le correspondería a la Sala determinar, si es o no viable emitir órdenes para el pago de las incapacidades adeudadas a la accionante desde el 8 de noviembre de 2014 y hasta el 13 de agosto de 2015, si no fuera porque en el presente asunto se avizora una situación que impide la realización de tal estudio y conlleva a una declaratoria de nulidad de lo actuado. 
Visto lo obrante en el expediente se tiene que la señora Luz Stella Rúgeles Valencia se encuentra afiliada al sistema de salud en La Nueva EPS, entidad que ha venido prestándole la atención médica que ha requerido en virtud de sus distintos padecimientos, al igual que le pagó los primeros 180 días de incapacidades, sin que se señale en qué momento esa entidad prestadora de salud emitió su concepto de rehabilitación, situación que resulta importante a fin de lograr determinar cuál de esas dos entidades debe cancelar esos días de incapacidad de acuerdo a lo establecido por la jurisprudencia y el  Decreto Ley 019 de 2012.

Por tanto de llegarse a revocar en está instancia la decisión de la A-quo emitiendo órdenes que deban ser cumplidas por la EPS que no fue vinculada, a la cual se encuentra afiliada la accionante, se incurriría en una vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso y defensa, por cuanto no se integró en debida forma a la litis. 
De allí que la Corte Constitucional haya dicho: 
“Por ello, si el juez constitucional advierte que no se ha integrado en debida forma el contradictorio por parte pasiva, será él quien asuma esa carga procesal, y en consecuencia, vinculará oficiosamente las partes e intervinientes al trámite de dicha acción de tutela que deban ser vinculados a dicho trámite, para lo cual podrá valerse de los elementos de juicio que obren en el expediente de tutela. De no ser posible la integración del contradictorio por pasiva en los términos ya anotados, proseguir con el trámite de la acción de tutela no tendría sentido, pues aún cuando se pudo haber verificado la vulneración de algún derecho fundamental, no se podría impartir protección alguna por cuanto no se pudo establecer quien estaba llamado a responder.
 
En consecuencia, de no integrarse en debida forma el contradictorio, ya sea por parte del mismo accionante o subsidiariamente por el juez constitucional, ello acarreará inexorablemente la nulidad de lo actuado, salvo que el afectado la subsane en forma expresa o tácitamente con su actuación consecuente.
 
4. Para evitar que situaciones como las anteriores se presentasen, los artículos 13 y 16 del Decreto 2591 de 1991 establecen que terceros con interés legítimo en el asunto, puedan intervenir en calidad de coadyuvantes del actor o de la persona o autoridad pública contra quien va dirigida la tutela, ordenando por demás, que el juez les notifique las providencias que se emitan en el trámite de este proceso constitucional. De esta manera, es claro que el tercero con interés legítimo en una tutela podrá intervenir no sólo en procura de protección constitucional, sino que también deberá ser cobijado por los actos de comunicación procesal, en tanto que por esta vía se asegura el pleno ejercicio del derecho de defensa y al debido proceso.
 
5. Por ende, puede decirse que la falta u omisión en la notificación de las decisiones proferidas en el trámite de una acción de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo en la misma, surge como una irregularidad que no sólo vulnera el debido proceso sino que puede llegar a constituirse en una verdadera denegación de justicia, a más de comprometer otros derechos de quienes no pudieron intervenir en el trámite de la misma por desconocimiento de tal actuación judicial. Por ello, cuando la providencia con la cual se admite una acción de tutela y se da inicio al trámite de la misma, deja de notificarse a las partes o terceros con interés legítimo, implica que quienes no fueron notificados, no tienen la posibilidad de intervenir en la misma, desconociéndoseles el debido proceso y de paso, pudiendo afectar otros derechos fundamentales cuya afectación podría suponer una clara violación de los mismos.
 
6. Cuando se presenta la situación anteriormente descrita, se configura una causal de nulidad de lo actuado, con la consecuente necesidad de reiniciar toda la actuación, previa integración del contradictorio por parte del juez, para notificar la actuación a todas las partes, así como a los terceros con interés legitimo en el proceso. Ciertamente, de esta manera se asegura el pleno ejercicio de derecho de defensa por cuenta de todos los intervinientes en el proceso, asegurándose así la posibilidad de proferir una sentencia de fondo con plena capacidad para proteger los derechos fundamentales invocados por el accionante como violados.” 

Con base en lo que viene de decirse, es evidente que en el presente asunto, para esta Sala se hace necesario enderezar la actuación de la Juez de primer grado, para ello habrá de decretarse la nulidad del fallo proferido el 22 de septiembre del año avante, por cuanto se requiere la vinculación al presente asunto de la entidad prestadora de salud La Nueva EPS, a la cual se encuentra afiliada la accionante y que por ende tiene un interés directo en el resultado y las decisiones que se emitan dentro del presente asunto. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,
RESUELVE

PRIMERO: DECRETAR la nulidad del fallo de primera instancia proferido dentro del presente asunto el 2 de marzo de 2016, por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito local, ya que se hace necesario vincular al presente a la entidad prestadora de salud LA NUEVA EPS. Lo anterior sin perjuicio de la validez las pruebas ya allegadas al proceso. 
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior se ORDENA que por Secretaría se remitan el expediente al Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira-Risaralda para que allí se rehaga la actuación conforme a lo aquí dispuesto.
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Corte Constitucional, Auto-115 del 2008, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.  





Página 8 de 8

